
RECOMENDACIÓN No. 7/2012*  

 

* La Recomendación 7/2012 se emitió al Presidente Municipal de Tlatlaya, Estado de México, el dos de mayo de 2012, por violació n de 

los derechos a la libertad, a la legalidad y a la seguridad jurídica. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el expediente 

respectivo y consta de 36 fojas. 

         

Concluida la investigación de los hechos referidos en el expediente CODHEM/TOL/TEJ/141/2011, esta Comisión 

procedió a su análisis, a la valoración de los informes allegados, de las pruebas aportadas y demás evidencias 

reunidas con motivo de la sustanciación del procedimiento y resolvió que existieron elementos que comprobaron 

la violación a derechos humanos de dos personas llamados (A1 y A2) respectivamente, atento a las 

consideraciones siguientes: 

 

DESCRIPCIÓN DE LA QUEJA 

 

A las 13:25 horas del 29 de julio del 2011, tras incurrir en faltas al Bando Municipal 2011 de Tlatlaya, A1, fue 

asegurado por los policías municipales Azahel Benítez Beltrán, Aurelio Reyes Mondragón y Manuel Vargas 

Estrada, e ingresado al área de galeras del Palacio Municipal, lugar en el que permanecería al menos 29 horas sin 

que el profesor y licenciado en Psicología Leopoldo Domínguez López, Oficial Conciliador y Calificador, le brindara 

garantía de audiencia ni emitiera acuerdo de calificación de la conducta cometida. 

 

Simultáneamente, el policía municipal Onel Arzate Enciso, detuvo a A2, por también haber faltado al citado Bando 

Municipal, quien corrió la misma suerte que Santiago Alvarado Martínez.  

 

 

PROCEDIMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN 

 

En la integración del expediente de queja, se solicitó informe de Ley al Presidente Municipal Constitucional de 

Tlatlaya; se recabaron las declaraciones de A1, del quejoso y de servidores públicos relacionados con los hechos; 

se practicaron visitas de inspección al área de galeras, en la Oficialía Conciliadora y Calificadora de la localidad, y 

en el respectivo órgano de control interno. Además se recibieron, admitieron, desahogaron y valoraron las 

pruebas ofrecidas. 

 

PONDERACIONES 

 

La emisión del presente documento de Recomendación no se debe entender en modo alguno como oposición a la 

competencia de las autoridades administrativas municipales para imponer sanciones, consecuencia de acciones y 

omisiones en las que incurran quienes se encuentren en su territorio; no obstante, para que la actuación de la 

autoridad sea congruente con el Estado de Derecho, debe respetar plenamente las prerrogativas fundamentales. 

 

Las sanciones administrativas, en cuanto instrumentos de control estatal, contribuyen a lograr la pacífica 

convivencia social y deben imponerse en armonía con los derechos humanos, siempre y cuando su aplicación 

tenga carácter excepcional y se respeten los principios de la presunción de inocencia, legalidad, necesidad y 

proporcionalidad, indispensables en toda sociedad democrática. 

 

VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS A LA LIBERTAD, A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA 

 

En los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se dispone que toda 

autoridad, en ejercicio de sus facultades y atribuciones, está obligada a actuar con apego a la legalidad, 

implícitamente  relacionada con la seguridad jurídica; todo acto que emane de los poderes públicos deben cumplir 

con las formalidades esenciales del procedimiento, ser emitido por autoridad competente, en el que se exprese el 

motivo y fundamento legal que lo sustente. 

 



Así, el infractor debe ser escuchado en garantía de audiencia; la sanción que se le imponga constará en 

mandamiento escrito que anuncie los preceptos legales que legitimen el acto y las razones para la aplicación de la 

norma. 

 

En el ámbito internacional, los derechos a la libertad, a la seguridad jurídica y a la legalidad, se prevén en diversos 

instrumentos universales y regionales, a saber: en los artículos 3 y 9 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, se establece: 3. Todo individuo tiene derecho a la… libertad y a la seguridad de su persona… 9. Nadie podrá ser 

arbitrariamente detenido, preso ni desterrado… en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 

se precisa en el numeral I: Todo ser humano tiene derecho a la… libertad y a la seguridad de su persona… y en el 

diverso XXV, que … Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la 

legalidad de la medida… en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se dispone en los artículos 9.1 y 

14 que 9.1 Todo individuo tiene derecho a la libertad y  a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o 

prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento 

establecido en ésta. 14. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente… en el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma 

de Detención o Prisión, se refiere: … 1. Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será tratada 

humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano… en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, se prescribe en el artículo 7.1 que Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad 

personales… en el similar 7.3 que Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios…  en el numeral 

7.5: Toda persona detenida o retenida debe ser llevada , sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 

ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable, o a ser puesta en libertad… y en el 

diverso 8.1 que  Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un 

juez o tribunal competente… para la determinación de sus derechos y obligaciones…  

 

Por otro lado, en los artículos 115 fracción II, 123 y 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México, se prevé que los municipios están investidos de personalidad jurídica y que los ayuntamientos tienen 

facultades para aprobar los bandos, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia 

general, necesarios para su organización y funcionamiento. 

 

Asimismo, en el artículo 31 fracción XXXVII de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México; se establece que 

los ayuntamientos promoverán lo necesario para el mejor desempeño de sus funciones; entre ellas, la calificadora, 

cuya forma de organización y funcionamiento están previstas en el Título V de dicha ley, del que se desprende 

que los oficiales calificadores pueden conocer, calificar e imponer las sanciones municipales que procedan por 

faltas o infracciones al bando municipal, reglamentos y demás disposiciones de carácter general del ámbito 

municipal, excepto las de carácter fiscal. 

 

De la citada normatividad se desprende que previo a la imposición de cualquier sanción administrativa, máxime 

tratándose de arresto que por su naturaleza temporalmente afecta la libertad, la autoridad municipal debe otorgar 

garantía de audiencia a todo presentado y respetar las formalidades esenciales del  procedimiento; es decir, debe 

notificarle al asegurado el inicio de aquél, su origen y consecuencias, permitirle ofrecer y desahogar pruebas sobre  

las que edifique su defensa, y emitir la resolución de su situación jurídica, con el fundamento legal, debidamente 

reglamentado, exactamente aplicable al caso concreto. 

 

Contrario a lo anterior, en el presente asunto los servidores públicos Azahel Benítez Beltrán, Aurelio Reyes 

Mondragón, Manuel Vargas Estrada, Teodoro Cruz Chávez, Onel Arzate Enciso y Leopoldo Domínguez López, 

violentaron la citada normatividad por ilegalmente haber restringido la libertad de A1 y A2. 

  

a) Esta Defensoría de Habitantes documentó que a las 13:25 horas del 29 de julio de 2011, tras haber fallado al 

Bando Municipal 2011 de Tlatlaya, A1, fue asegurado por los policías municipales: Azahel Benítez Beltrán, Aurelio 

Reyes Mondragón y Manuel Vargas Estrada, quienes lo trasladaron a la Comandancia Municipal, lugar donde el 

elemento Benítez Beltrán, ordenó su ingreso al área de galeras del palacio municipal, sin propiciar previamente 

que el Oficial Conciliador y Calificador del lugar le otorgara la preceptiva garantía de audiencia, calificara la falta 

atribuida, ni se certificara su estado psicofísico. 



 

De manera similar, en la misma fecha y hora, habría sido detenido A2, por el también policía municipal de 

Tlatlaya, Onel Arzate Enciso, e ingresado al área de galeras.  

Ante la ausencia del servidor público Leopoldo Domínguez López, Oficial Conciliado y Calificador, el policía 

Azahel Benítez Beltrán, quien fungió como oficial de barandilla de la Comandancia Municipal de Tlatlaya, como lo 

reconoció ante este Organismo usualmente decidía el ingreso de los presentados al área de galeras, arrogándose 

así la función calificadora municipal que ostensiblemente no le competía. 

 

En este contexto, resultó oportuno destacar que el arresto constituye la sanción administrativa más severa que se 

puede imponer a quien contravenga la normatividad municipal, por ello su aplicación corresponde en exclusiva al 

Oficial Calificador, quien por su esperada formación en Derecho, previo a su coacción, debe ser capaz de 

ponderar la presunción de inocencia, así como los principios de necesidad y proporcionalidad, indispensables en 

toda resolución objetiva; no obstante, el servidor público Azahel Benítez Beltrán, quien contaba con diversa 

instrucción escolar sin razonamiento lógico jurídico alguno, decidió el ingreso de los agraviados al área de galeras 

en franca violación de sus derechos humanos a la seguridad jurídica y personal. 

 

En el artículo 150 fracción II inciso b) de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, se establece que la 

competencia para conocer, calificar e imponer las sanciones administrativas que procedan por faltas o 

infracciones administrativas recae en la figura del Oficial Calificador, y en el artículo 166 del Bando Municipal 2012 

de Tlatlaya, se precisa que para la aplicación de las sanciones será competente, en el ámbito de sus funciones la 

Oficialía Conciliadora y Calificadora; en consecuencia, la Policía Municipal carece de atribuciones para decidir el 

ingreso de personas al área de galeras; acción que, necesariamente, implica la concreción material del arresto 

administrativo. 

 

Por ende, la conducta que el 29 de julio de 2011, desplegó Azahel Benítez Beltrán, se alejó de lo previsto en los 

artículos: 21, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 fracciones: I, VI, 

VIII y XVI de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 19 fracción I de la Ley de Seguridad 

Pública Preventiva del Estado de México, vigente al momento de los hechos y 6 fracciones: I, III y IX  del Bando 

Municipal 2011 de Tlatlaya; ordenamientos que establecen: 

 

Artículo 21… 

 

La actuación de las instituciones de seguridad pública, se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos… 

 

Artículo 40.- Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios constitucionales de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de 

Seguridad Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones: 

 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden jurídico y respeto a las garantías 

individuales y derechos humanos reconocidos en la Constitución; 

… 

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas, debiendo abstenerse de todo acto arbitrario… 

 

VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos en los 

ordenamientos constitucionales y legales aplicables; 

… 

XVI. Informar al superior jerárquico, de manera inmediata, las omisiones, actos indebidos o constitutivos de delito, de 

sus subordinados o iguales en categoría jerárquica… 

 

Artículo 19. Son atribuciones de los miembros del cuerpo preventivo de seguridad pública municipal en el ejercicio de 

su función: 

 



I. Salvaguardar la vida, la integridad, los derechos y bienes de las personas, así como preservar las libertades, el 

orden y la paz públicos en el territorio del municipio, con estricto apego a la protección de los derechos humanos… 

 

Artículo 6. Es fin esencial del Ayuntamiento lograr el bienestar general de los habitantes del Municipio, por lo tanto 

las Autoridades Municipales sujetarán sus acciones a las siguientes disposiciones: 

 

I. Respetar, promover, regular y salvaguardar el goce y ejercicio efectivo de los derechos fundamentales en 

condiciones de equidad e igualdad de las personas… 

 

III. Garantizar la seguridad jurídica… 

 

IX. Administrar justicia en el ámbito de su competencia… 

 

b)  En este orden de ideas, los policías municipales: Aurelio Reyes Mondragón, Manuel Vargas Estrada y Onel 

Arzate Enciso, también violentaron los derechos humanos a la seguridad jurídica y a la seguridad personal de A1 

y A2, por haber contribuido a su ingreso al área de galeras de Tlatlaya, en transgresión de las disposiciones 

legales citadas en el inciso a) que antecede. 

 

Se afirmó lo anterior toda vez que simultáneo al aseguramiento, los policías Aurelio Reyes Mondragón, Manuel 

Vargas Estrada y Onel Arzate Enciso, ilegalmente apoyaron al elemento Azahel Benítez Beltrán, a ingresar a A1 y 

A2, al área de galeras del palacio municipal de Tlatlaya, sin que mediara mandamiento alguno de autoridad 

competente que así lo ordenara.  

 

Los policías Aurelio Reyes Mondragón, Manuel Vargas Estrada y Onel Arzate Enciso, aun cuando no estaban 

obligados a acatar esa instrucción de Azahel Benítez Beltrán, por notoriamente ilegal, apartándose de la ya 

referida normatividad que rige su actuación como elementos de seguridad pública, contribuyeron a la violación a 

derechos humanos de los asegurados por haber apoyado en su ingreso a galeras. 

 

A mayor abundamiento, Azahel Benítez Beltrán, permitió el ingreso a galeras de A1 y A2, tal como éste lo declaró 

ante esta Comisión al referirse al procedimiento que realiza tratándose del aseguramiento de quienes transgredan 

el Bando Municipal: … soy el jefe de turno, instruyo a los policías a mi cargo que ingresen la persona a galeras, mientras… 

contacto… al Oficial Conciliador y Calificador…  

 

El desempeño de los mencionados elementos dio cuenta que la Policía Municipal de Tlatlaya, cotidianamente 

ingresa a los asegurados al área de galeras previo a su presentación ante la Oficialía Conciliadora y Calificadora, 

lo que se traduce en violaciones sistemáticas a derechos humanos, diáfanamente contrarias a las citadas normas 

Constitucionales e Internacionales.  

 

Lo anterior se desprendió de lo coincidentemente aseverado a este Organismo por los servidores públicos 

Leopoldo Domínguez López, Azahel Benítez Beltrán, Teodoro Cruz Chávez, Aurelio Reyes Mondragón y Onel 

Arzate Enciso. Situación que, con el ánimo de que impere el respeto a los derechos fundamentales en Tlatlaya, 

debe ser atendida puntualmente por la administración municipal. 

 

c) Se consideró inexcusable el hecho que el elemento Azahel Benítez Beltrán, alrededor de las 20:00 horas del 29 

de julio de 2011, haya impedido que A1, gozara de su libertad al momento en que se presentó ante él quien dijo 

ser esposa del asegurado con intención de llevarlo consigo. 

 

Esto es así, pues ante la pretensión de dicha cónyuge, el policía Benítez Beltrán se limitó a manifestar que … eso 

no era posible ya que permanecería hasta el día siguiente… como lo dijo el Oficial Conciliador… sin que de su deposado se 

desprenda acción alguna tendente a solicitar la presencia del Oficial Conciliador y Calificador para que, en su 

caso, impusiera la multa correspondiente y, previo pago, el asegurado pudiera salir de su encierro. 

 



La puntualizada conducta de Azahel Benítez Beltrán, claramente se erigió en violación a lo dispuesto en el artículo 

21, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

 

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos 

gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo 

a favor de la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el 

arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. 

 

Se afirmó lo anterior, puesto que al haberse presentado quien dijo ser esposa de A1 con la pretensión de evitar la 

continuidad del ilegal arresto que telefónicamente le fue impuesto, Azahel Benítez Beltrán, estaba constreñido a 

solicitar la presencia del Oficial Conciliador y Calificador de Tlatlaya, para que calificara el monto de la 

correspondiente multa, y en su caso, emitiera la respectiva boleta de libertad; acciones que omitió, al tiempo que, 

con tal proceder, obligó  al asegurado a permanecer en el área de galeras. 

 

d) Por otro lado, esta Defensoría de Habitantes consideró acreditado que el servidor público Leopoldo Domínguez 

López, violó los derechos a la legalidad y seguridad jurídica de A1 y A2, por haber omitido brindarles garantía de 

audiencia y emitir los respectivos acuerdos de calificación de las acusadas faltas administrativas. 

 

En efecto, la omisión de Leopoldo Domínguez López de brindar garantía de audiencia y calificar las conductas 

que la Policía Municipal atribuyó a A1 y A2, resultó meridianamente contraria a la formalidad que exigen los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto de todo acto de autoridad: 

 

Artículo 14… 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus… derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento… 

 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

Resultó oportuno precisar que si bien, el arresto, en estricto sentido, no constituye uno de los actos privativos a 

que se refiere el artículo 14 de la Constitución Federal, debido a que no produce supresión definitiva el derecho a 

la libertad personal, sí es un acto de molestia que provisionalmente restringe ese derecho; en consecuencia, 

resulta incontestable que el Oficial Calificador debe respetar la garantía de audiencia de quienes deba imponer 

esa sanción, que invariablemente debe constar por escrito, así como emitir los conducentes acuerdos de 

calificación de falta o infracción administrativa, y una vez cumplida la sanción, debe también expedir boleta de 

libertad a cada sancionado, que permita y constriña a quien esté a cargo de su encierro a permitir su inmediato 

retiro de galeras. 

 

Por ende, este Organismo consideró que Leopoldo Domínguez López, soslayó la responsabilidad que le confirió la 

administración municipal de Tlatlaya, como Oficial Conciliador y Calificador, pues el 29 de julio de 2011, estuvo 

cierto del aseguramiento y presentación de dos personas sin que emprendiera acción alguna tendente a respetar 

sus derechos humanos a la legalidad y seguridad jurídica;  por el contrario, omitió brindarles garantía de 

audiencia, que sustituyó por la ilegal instrucción telefónica sobre la permanencia de A1, en el área de galeras de 

Tlatlaya; sanción que se impuso también a A2. 

 

Se destacó, que de la declaración del policía Azahel Benítez Beltrán, se desprendió que el 29 de julio de 2011, 

posterior al ingreso a galeras de A1, hizo saber los hechos… al servidor público Leopoldo Domínguez López luego 

entonces, éste tuvo conocimiento también de la detención y estancia en galeras de A2, máxime que fue el propio 

Oficial Conciliador y Calificador, quien aportó a esta Comisión copia de las fojas 90 y 91 de un libro de registro en 

la que obran los partes de novedades de la Policía  Municipal de Tlatlaya, del 29 y 30 de julio de 2011, en el que 

se asentó que dichas personas quedaron a su disposición y de quienes ordenó también su libertad.  

 



Asimismo, el policía Azahel Benítez Beltrán, manifestó a personal de este Organismo que el 29 de julio de 2011, el 

servidor público Leopoldo Domínguez López, vía telefónica, determinó que A1, permaneciera arrestado hasta las 

18:00 horas del día 30 del mismo mes y año versión que dicho elemento reiteró durante su comparecencia ante 

esta Comisión, y de la que se desprendió que ese Oficial Conciliador y Calificador, no refirió cómo resolvió  la 

situación jurídica  de A2. 

 

Aunado a lo anterior, el comandante Teodoro Cruz Chávez, aseveró que el 29 de julio de 2011, fue informado que 

el policía Azahel Benítez Beltrán, sobre … el aseguramiento de las dos personas… a quienes entrevistó cuatro horas 

después, y que el 30 de julio de 2011, tras recibir otra comunicación telefónica del policía Azahel Benítez Beltrán, 

quien le hizo saber la presencia de personas que solicitaban hablar con A1, se comunicó por la misma vía con 

Leopoldo Domínguez López … para que interviniera al respecto… servidor público quien le habría referido que … iba 

a ver el asunto y estar al pendiente…  

 

No obstante, nuevamente omitió acudir a la Oficialía Conciliadora y Calificadora de Tlatlaya, limitándose a entablar 

comunicación telefónica con el elemento Azahel Benítez Beltrán para indicarle que dejara en libertad a A1 y A2, lo 

que se corroboró con el parte de novedades ocurridas el 30 de julio de 2011.    

 

En este contexto, resultó indiscutible que el servidor público Leopoldo Domínguez López, los días 29 y 30 de julio 

de 2011, tuvo conocimiento del aseguramiento y estancia en galeras de los presentados sin que haya emprendido 

acción alguna tendiente a brindarles garantía de audiencia y emitir los conducentes acuerdos de calificación de 

falta o infracción administrativa, tampoco las boletas de libertad. 

 

Además, de la declaración que Leopoldo Domínguez López, rindió ante este Organismo; se observó claramente 

su intención de evadir su responsabilidad, pues afirmó que enterado del aseguramiento de A1 instruyó al policía 

Azahel Benítez Beltrán, buscar al Director de Seguridad Pública Municipal con el ánimo que éste …viera el 

asunto…  orden que también resultaba a todas luces al margen de la ley, pues no se acreditó que dicho servidor 

público haya sido designado para sustituir las audiencias del Oficial Conciliador y Calificador de Tlatlaya, en los 

términos previstos en el artículo 153 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, en el que se prevé que 

las ausencias de Oficial Calificador serán cubiertas por un Secretario de la Oficialía. 

 

Fue oportuno destacar que a pregunta que en el mismo sentido se formuló a Leopoldo Domínguez López, durante 

su comparecencia ante esta Comisión, describió que las personas aseguradas fuera de su horario laboral, 

generalmente … se encuentran en… estado de ebriedad y escandalizando en vía pública o faltando el respeto a la 

autoridad… y que para resolver su situación jurídica: … el Jefe de turno me localiza vía telefónica, me informa de los 

aseguramientos… se opta por dejarlos en las galeras… y al día siguiente se deja en libertad… Por su parte, los policías 

Azahel Benítez Beltrán, Teodoro Cruz Chávez y Aurelio Reyes Mondragón, fueron contestes en referir que previo 

a la puesta a disposición de los detenidos ante el Oficial Conciliador y Calificador, se les ingresa a galeras. 

 

En esas condiciones, se corroboró plenamente que, con la avenencia de Leopoldo Domínguez López, la Policía 

Municipal de Tlatlaya, cotidianamente ha ingresado al área de galeras a personas que incurren en faltas o 

infracciones administrativas, previo a su presentación ante éste para que les brinde garantía de audiencia y 

resuelva su situación jurídica; de igual manera, se documentó que cuando se realizan aseguramientos de 

personas fuera del horario labores de la Oficialía Conciliadora y Calificadora, dicho servidor público 

telefónicamente impone arrestos a los presentados, como aconteció en el asunto que nos ocupa. 

 

Si bien el cinco de septiembre de 2011, ante este Organismo, Leopoldo Domínguez López presentó copia de un 

certificado médico expedido a su favor por un galeno del Centro de Salud de San Pedro Limón, del Instituto de 

Salud del Estado de México, con diagnóstico de faringoamigdalitis infecciosa, que le habría constreñido a guardar 

reposo   … por lo menos 3 días para evitar contagio… a partir del 28 de julio de 2011, fue evidente que ese 

documento no constituye en modo alguno un certificado de incapacidad laboral, que si hubiera sido legalmente 

expedido por el Instituto de Seguridad Social de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en su caso, se 

habría precisado la causa que le imposibilitara realizar su trabajo habitual, y justificado la inasistencia a su área de 

adscripción, pero de ninguna manera le habría permitido imponer arrestos vía telefónica, puesto que toda 



incapacidad implica necesariamente suspensión de la relación laboral, que en el asunto que nos ocupa no se 

actualizó. 

 

e) Por cuanto hace a Teodoro Cruz Chávez, en su carácter de elemento de seguridad pública municipal de 

Tlatlaya, los días 29 y 30 de julio de 2011, violó el derecho a la seguridad jurídica de los presentados. 

 

Ello, en la inteligencia de que el 29 de julio de 2011, conoció de su aseguramiento e ingresó a galeras, lugar en 

que les entrevistó en la misma fecha, y cierto que estuvo que a cuatro horas de la restitución de su libertad no se 

había presentado a resolver su situación jurídica el Oficial Conciliador y Calificador, se limitó a referir a A2 que él 

… ya no podía intervenir…  Así, permitió que ambas personas permanecieran … en galeras, hasta que el Oficial 

Conciliador les resolviera su situación… lo que no sucedió.             

  

La conducta descrita ocasionó que a las 12:00 horas del 30 de julio de 2011, con motivo de una llamada que con 

él entabló Azahel Benítez Beltrán, en la que le informó la presencia de personas que pretendían entrevistarse con 

A1, se comunicara vía telefónica con el Oficial Conciliador y Calificador para solicitarle atendiera los hechos, 

conformándose con la afirmación de éste en el sentido de que … iba a ver el asunto y estar al pendiente… Así, 

nuevamente permitió la continuidad del ilegal arresto, y de su declaración ante esta Comisión no se deduce que 

haya informado lo anterior al Director de Seguridad Pública Municipal de Tlatlaya, violentando así el citado artículo 

40 fracción XVI de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

 

En suma, la negligente actuación de Teodoro Cruz Chávez, permitió la continuación de la violación a derechos 

humanos de los agraviados, pues como superior jerárquico de Azahel Benítez Beltrán y ante la flagrante comisión 

de violaciones a derechos fundamentales, debió emprender de inmediato las acciones que resultaran necesarias 

para impedir su prolongación y así contribuir al imperio de la ley y Estado de Derecho, labor que 

inexcusablemente soslayó. 

 

f) No pasó desapercibido para esta Defensoría de Habitantes que la formación académica de Leopoldo 

Domínguez López, es diversa de la licenciatura en Derecho; por tanto, contraria al ejercicio de la función 

calificadora municipal. 

 

En efecto, se prevé en el artículo 149 fracción II inciso e) de la Ley Orgánica Municipal de la entidad, que para ser 

oficial calificador se debe contar con la licenciatura en Derecho; no obstante, el servidor público Leopoldo 

Domínguez López, declaró a este Organismo que su instrucción académica era de Psicología y estudios de 

Normal Superior y que ostentaba el cargo de Oficial Conciliador y Calificador desde dos años atrás perfil que, en 

su caso, le permitiría desempeñar la función conciliadora municipal, pero de ninguna manera la diversa 

calificadora. 

 

La restricción impuesta en el citado artículo 149, es una precisión del legislador estatal que se refiere al grado de 

instrucción mínima razonable con la función calificador municipal, puesto que la idoneidad esperada para ejercerla 

deriva del acreditable conocimiento del orden jurídico mexicano, que permita a su titular materializar su aplicación 

con pleno respeto a los derechos humanos. 

 

g) Esta Comisión no desatendió el hecho de que en Tlatlaya, no se ha emitido el reglamento de las funciones 

calificadoras y mediadora-conciliadora, e inclusive no se prevé la mediación en el vigente Bando Municipal, lo que 

necesariamente ha generado que los servidores públicos adscritos a la Oficialía Conciliadora y Calificadora, no 

cuenten con fundamento jurídico municipal aplicable al despacho de sus asuntos. 

 

En el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se otorga el rango de gobierno a 

las administraciones municipales; así, los ayuntamientos tienen la facultad y la responsabilidad de ejercer las 

funciones básicas de reglamentar, ejecutar y administrar justicia en el ámbito de su competencia; ésta última tarea 

invariablemente debe ser encomendada a conocedores del Derecho, con el ánimo de propiciar el respeto a los 

derechos fundamentales. 

 



Si bien es cierto, las facultades y obligaciones de los oficiales mediadores-conciliadores y calificadores se 

encuentran establecidas en el artículo 150 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, también lo es que 

el artículo 152 de la citada ley, obliga a los ayuntamientos a determinar la forma de organización y funcionamiento 

de estas oficinas administrativas, lo cual debe estar contenido en el Bando Municipal o en los respectivos 

reglamentos. 

 

En relación con lo expuesto, en los artículos 123 y 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México, y 3 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, se señala: 

 

Artículo 123. Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, desempeñarán facultades normativas, para el 

régimen de gobierno y administración del Municipio… 

 

Artículo 124. Los ayuntamientos expedirán el Bando Municipal, que será promulgado y publicado el 5 de febrero de 

cada año; los Reglamentos; y todas las normas necesarias para su organización y funcionamiento, conforme a las 

previsiones de la Constitución General de la República, de la presente Constitución, de la Ley Orgánica Municipal y 

demás ordenamientos aplicables… 

 

Artículo 3. Los municipios del Estado regularán su funcionamiento de conformidad con lo que establece esta Ley, los 

Bandos Municipales, reglamentos y demás disposiciones legales aplicables. 

 

También en el artículo 7, fracción I, del Bando Municipal 2012 de Tlatlaya, se establece la aludida función 

reglamentaria. 

 

Por ello, deviene en labor impostergable que el Ayuntamiento de Tlatlaya valore la pertinencia de ejercer esa 

función a efecto de dotar a la Oficialía de su jurisdicción, de los instrumentos jurídicos que brinden certeza a su 

actuación, y el propiciar la implementación de la mediación, prevista en el artículo 148, párrafo segundo, de la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de México: 

 

Artículo 148.- En cada municipio del ayuntamiento designará, a propuesta del presidente municipal, al menos a un 

Oficial Calificador… 

 

 Así mismo podrá nombrar a los oficiales mediadores- conciliadores en materia comunitaria que requiera, los cuales 

durarán en su cargo tres años con posibilidad a ser nombrados para otros periodos… 

 

Lo anterior con el fin de que los habitantes de Tlatlaya, tengan acceso a la mediación y conciliación en cuanto 

medios alternos para solucionar conflictos. 

 

h)  De las evidencias reunidas en la investigación de los hechos de queja, se documentó que la Oficialía 

Conciliadora y Calificadora de Tlatlaya, no cuenta con personal médico de apoyo para certificar el estado 

psicofísico de los asegurados; circunstancia que, además de ser contraria al ánimo protector de la dignidad 

humana, incide también en la eficacia del servicio público allí ofrecido. 

 

En el asunto que nos ocupa, no obró constancia alguna que acreditara que los días 29 y 30 de julio de 2011, los 

presentados A1 y A2, hayan sido certificados medicamente con motivo de su ingreso al área de galeras de 

Tlatlaya, lo que es contrario a lo previsto en el numeral 24 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas 

las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, donde se establece que a la brevedad se 

debe ofrecer a toda persona detenida un examen médico. 

 

Se destacó que el certificado médico de estado psicofísico, además de ser útil para determinar, entre otros 

aspectos, la edad clínica, estado de alerta, lesiones y enfermedades de todo presentado, es la piedra angular 

sobre la que se pueden delimitar responsabilidades derivadas de abusos en el sometimiento y estancia de una 

persona en el área de galeras. De tal suerte, su carencia también ubica a los servidores públicos que hayan tenido 

trato con los asegurados en inequidad ante las ulteriores denuncias y quejas en su contra. 

 



Por ello, la administración municipal de Tlatlaya, habrá de valorar el dotar de personal médico  la Oficialía 

Conciliadora y Calificadora, para lo cual, inclusive se pueden celebrar convenios de colaboración con instituciones 

del sector salud. 

 

i) Las ponderaciones, actuaciones y elementos reunidos por esta Defensoría de Habitantes en la investigación de 

los hechos, permitieron afirmar que los servidores públicos Azahel Benítez Beltrán, Aurelio Reyes Mondragón, 

Manuel Vargas Estrada, Teodoro Cruz  Chávez, Onel Arzate Enciso y Leopoldo Domínguez López, en ejercicio de 

sus obligaciones, transgredieron lo dispuesto en los artículos 42 fracciones I y XXII; así como 43 de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, al omitir cumplir con la máxima diligencia 

el servicio público que tenían encomendado en violación a derechos humanos de los presentados. 

 

En este orden de ideas, compete a la Contraloría Municipal de Tlatlaya identificar las responsabilidades 

administrativas en comento. Por tanto, durante la substanciación de la investigación que emprenda, ese órgano 

deberá perfeccionar, en términos de le, las evidencias y medios de convicción de los que dio cuenta esta 

Recomendación, para que adminiculados y concatenados con los medios de prueba que se allegue, cuente con 

los elementos objetivos que sustenten fehacientemente su resolución, y en su caso, las sanciones que se 

impongan. 

 

Por lo expuesto, el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, formuló al Presidente 

Municipal Constitucional de Tlatlaya, los siguientes puntos Recomendatorios: 

 

PRIMERO. Solicite por escrito al titular del órgano de control interno del H. Ayuntamiento de Tlatlaya, con la copia 

certificada de esta Recomendación, que se anexó, inicie procedimiento administrativo disciplinario en el que 

investigue las conductas en que incurrieron los servidores públicos Azahel Benítez Beltrán, Aurelio Reyes 

Mondragón, Manuel Vargas Estrada, Teodoro Cruz  Chávez, Onel Arzate Enciso y Leopoldo Domínguez López, 

por los actos documentados, y se consideren las evidencias, precisiones y ponderaciones de la misma, que 

adminiculadas con los medios de prueba de que se allegue, sustenten fehacientemente la resolución, y en su 

caso las sanciones que se impongan. 

 

SEGUNDO. Ordene por escrito a quien competa, se implementen los mecanismos administrativos necesarios 

para que los policías municipales de Tlatlaya, se abstengan de ingresar al área de galeras a las personas que 

hayan incurrido en faltas o infracciones al Bando Municipal, sin previo acuerdo de calificación, en el que se ordene 

arresto. 

 

TERCERO. Ordene por escrito a quien corresponda que la Oficialía Conciliadora y Calificadora de Tlatlaya, 

indefectiblemente se brinde garantía de audiencia a las personas que sean presentadas y se expida acuerdo de 

calificación de falta o infracción administrativa previo a la imposición de sanciones, así como las respectivas 

boletas de libertad. 

 

CUARTO. Ordene por escrito a quien competa, se habilite al o los servidores públicos que, en su caso, suplan las 

ausencias del Oficial Conciliador y Calificador de Tlatlaya.  

 

QUINTO. En vista de que el servidor público Leopoldo Domínguez López, no reúne el requisito previsto en el 

artículo 149 fracción II inciso e) de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, sin afectar sus derechos 

laborales, ordene a quien competa se le asigne tareas diversas a la función calificadora y se nombre a quien 

habrá de desempeñar ésta en Tlatlaya.  

 

SEXTO. Ordene por escrito a quien corresponda, a efecto de que convoque a sesión de cabildo a efecto de que 

se expida a la brevedad el Reglamento de la Oficialía Conciliadora y Calificadora de Tlatlaya, y se valore la adición 

de la función mediadora al Bando Municipal.  

SÉPTIMO. Ordene por escrito a quien corresponda se emprendan las acciones administrativas necesarias a 

efecto de que la Oficialía Conciliadora y Calificadora de Tlatlaya, cuente con personal médico para la valoración 

del estado psicofísico de las personas que sean presentadas. 



 

OCTAVO. Ordene por escrito a quien corresponda se implementen cursos de capacitación y actualización en 

materia de derechos humanos y del marco jurídico que  rige  la  actuación  de  los  servidores  públicos  adscritos  

a  la  Oficialía Conciliadora y Calificadora, y a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Tlatlaya, a fin de que 

durante el desempeño de su cargo se conduzcan con puntual respeto a los derechos humanos y con apego a las 

normas legales que regulan su función pública, para lo cual esta Comisión le ofrece su más amplia colaboración. 

 


